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ACTA DE AUDIENCIA DE CONTINUACIÓN DE JUICIO
En Villahermosa, Tabasco; el veintidós de septiembre de dos 

mil veintiséis, a las diez horas, Víctor Rubén Rodríguez 
Hernández, Juez Primero de Distrito en Materia Mercantil Federal 
en el Estado de Tabasco, asistido de Sergio Manuel López 
Hernández, Secretario con quien actúa y da fe, certifica y hace 

constar que, a las diez horas de esta data, tanto la parte actora y 

demandada, no acudieron físicamente a este juzgado ni se 

conectaron por videoconferencia a la audiencia de continuación de 

juicio del Juicio Oral Mercantil 631/2026-I-B, misma que fue 

señalada para este día, a pesar de estar debidamente notificados de 

ello, sin que además obre promoción alguna que justifique su 

inasistencia.

Razón por la cual, no se videograbó, en aplicación de los 

principios de economía y celeridad procesal, ni se procedió en 

términos del artículo 1390 Bis 39 del Código de Comercio.

Ello es así, pues el registro mediante la presente acta mínima 

resulta idóneo y suficiente para dar fe de la diligencia, toda vez que no 

existe material probatorio que desahogar ni controversia que registrar.

SE EMITE SENTENCIA

Acto continuo, ante la inasistencia de las partes, de conformidad 

con el numeral 1390 Bis 39 del Código de Comercio, se estimó 

innecesario exponer los argumentos de hecho y de derecho que 

motivaron la sentencia definitiva, la cual será publicada en su versión 

escrita en esta misma data.

En consecuencia, con fundamento en el artículo 1390 Bis 22, del 

Código de Comercio, se tiene por notificadas a las partes de la 
sentencia definitiva y, además, se deja a su disposición copia de 
la misma en la Secretaría correspondiente.

Se precisa que su inasistencia no les genera consecuencias 

diversas a las expuestas en párrafos anteriores.

Finalmente, siendo las diez horas con cinco minutos de esta 

fecha, el Juez dio por concluida la audiencia de la cual se levanta la 

presente acta, en cumplimiento a lo previsto en el numeral 1390 Bis 

27 del Código de Comercio. Doy fe.
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Víctor Rubén Rodríguez Hernández
Juez Primero de Distrito en Materia

Mercantil Federal en el Estado de Tabasco

Sergio Manuel López Hernández 
Secretario del Juzgado
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CERTIFICACIÓN

En Villahermosa, Tabasco, a las once horas con cinco minutos 
del veintidós de septiembre de dos mil veintiséis, hago constar que 

ninguna de las partes hizo uso del derecho conferido por el artículo 1390 

bis 39, del Código de Comercio, relativo a que contaban con sesenta 

minutos para efectos de aclaración de la sentencia pronunciada hoy. Doy 

fe. 

EL SECRETARIO
(Firmado electrónicamente)

SERGIO MANUEL LÓPEZ HERNÁNDEZ
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Villahermosa, Tabasco; veintidós de septiembre de dos 
mil veintiséis.

SENTENCIA

VISTO; para dictar sentencia definitiva en los autos del 

juicio oral mercantil 631/2026-I-B, promovido por ***** ******* 
***** *****, en contra ********* *** ******** ******* ** 

******* ********.

ANTECEDENTES

1. Demanda. Por escrito presentado el veintisiete de 
abril de dos mil veintiséis, en la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en Materia Mercantil Federal 

en el Estado de Tabasco, con residencia en Villahermosa, 

recibido el veintiocho siguiente en este juzgado,  ***** 

******* ***** *****, en la vía oral mercantil demandó a 
********* *** ******** ******* ** ******* ********, las 

siguientes prestaciones:

“…

A) La nulidad absoluta del dictamen de improcedencia 
de fecha 18 de marzo de 2026, así como de los cargos 
realizados el día 26 de febrero de 2026, por la cantidad total 
de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos cincuenta y tres 
pesos 54/100 M.N.), con cargo a la tarjeta de crédito adicional 
número ****************, que a continuación se detallan:

[…]
B) La devolución y/o reintegro de las cantidades 

correspondientes a las operaciones bancarias que se declaren 
nulas y que se encuentran descritas en el inciso A) del 
presente capítulo, por un monto total de $63,753.54 (sesenta y 
tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 M.N.).

C)Se condene al pago de los intereses ordinarios (TASA 
PRESUPUESTO) y moratorios (TASA MORATORIA) 
correspondientes a la totalidad de las operaciones cuya nulidad 
se demandan, es decir, a la cantidad descrita en el inciso que 
antecede, de conformidad a las tasas establecidas en el estado 
de cuenta al corte del 28 de febrero de 2026 emitido por la 
demandada; los cuales serán liquidados en la vía incidental en la 
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etapa de ejecución de sentencia.

D)El pago de gastos y costas procesales que me genere 
este juicio, incluyendo honorarios profesionales; los cuales 
serán liquidados en la vía incidental en la etapa de ejecución de 
sentencia. …”

2. Trámite. Previa prevención, mediante auto de catorce 

de mayo de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demandada 

planteada y se ordenó emplazar a la parte reo para que 

produjera su contestación dentro del término de ley.

Emplazamiento. El veinticinco de mayo de dos mil 

veintiséis, se llevó a cabo la diligencia de emplazamiento a la 

demandada.

Contestación de la demanda. En proveído de diecisiete 

de junio de dos mil veintiséis, se tuvo a la parte reo ********* 

*** ******** ******* ** ******* ******** dando 

contestación a la demanda y se ordenó dar vista a la parte 
actora.

Desahogo de vista y señalamiento de fecha para 
audiencia preliminar. En auto de treinta de junio de dos mil 

veintiséis, se tuvo a la parte actora desahogado la vista que se le 

otorgo con los escritos de contestación a la demanda efectuada 

por la demandada.

Asimismo, en términos de lo dispuesto en el artículo 1390 

Bis 16, del Código de Comercio, se fijó fecha para que tuviera 

lugar la audiencia preliminar.

Audiencia preliminar. A las once horas del siete de 

agosto de dos mil veintiséis se llevó a cabo la audiencia 
preliminar.
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En dicha audiencia se fijaron como acuerdos sobre 
hechos no controvertidos los siguientes:

✓ La existencia de la relación contractual y/o 

comercial entre ambas partes.

✓ La existencia de los cargos no reconocidos.

✓ La existencia de del dictamen de aclaración:

Asimismo, se admitieron las siguientes pruebas:

➢ Las documentales exhibidas y ofrecidas por ambas 

partes.

➢ La confesional ofrecida por la demandada a 
cargo de su contraria.

➢ La instrumental de actuaciones; así como la 

presuncional legal y humana ofrecida por ambas partes.

Audiencia de juicio. El uno de septiembre de dos mil 

veintiséis, se llevó a cabo la audiencia de juicio, donde se 

desahogó la prueba confesional a cargo de la parte actora, 

ofrecida por la parte demandada, misma que ante la 

comparecencia de la parte actora, se hizo efectivo el 

apercibimiento decretado previamente, teniendo por ciertos los 

hechos que la demandada pretende demostrar con dicho medio 

de probanza -salvo prueba en contrario-.

Al no existir diversas pruebas por desahogar, se tuvieron 

por desahogadas todas y cada una de las pruebas ofrecidas por 

las partes, se escucharon sus alegatos, se declaró visto el 

asunto, y se señaló fecha y hora, para la continuación de juicio 

única y exclusivamente para el dictado de la sentencia definitiva.

Audiencia de continuación de juicio. En esta data, se 

tuvo verificativo la audiencia de continuación de juicio, y; se 

procedió a dictar la sentencia correspondiente. 
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Audiencias que constan en el sistema de videograbación 

con que cuenta este juzgado especializado.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Primero de 

Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado Tabasco, es 

legal y constitucionalmente competente para conocer y resolver 

este juicio.

Primero, por razón de fuero, en atención a lo dispuesto por 

el artículo 104, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que prevé la competencia de los 

tribunales de la federación en tratándose de las controversias del 

orden civil o mercantil que se susciten sobre el cumplimiento y 

aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales 

celebrados por el Estado Mexicano, como en la especie 

acontece al tener aplicación el Código de Comercio, pero 

concurrente en favor de los jueces y tribunales del orden común, 

a elección de la parte actora, como ocurrió en este asunto por 

decisión del accionante.

En segundo lugar, por razón de materia y territorio, 

conforme a lo señalado en los Acuerdos Generales 3/2013, del 

extinto Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los Circuitos 

Judiciales en que se divide la República Mexicana; y, 103/20221, 

del entonces Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de 

diciembre de dos mil veintidós; toda vez que establecen la 

creación de los juzgados especializados en materia mercantil, 

así como la delimitación de la competencia territorial 

1 ACUERDO GENERAL 103/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, 
RELATIVO A LA CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DEL JUZGADO 
SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN EL ESTADO DE TABASCO, 
CON RESIDENCIA EN VILLAHERMOSA, ASÍ COMO SU COMPETENCIA, JURISDICCIÓN 
TERRITORIAL, DOMICILIO, REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE RECEPCIÓN Y DISTRIBUCIÓN 
DE ASUNTOS ENTRE LOS JUZGADOS DE DISTRITO DE LA MATERIA INDICADA; AL CAMBIO 
DE DENOMINACIÓN DEL JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL DEL 
MISMO DISTRITO Y RESIDENCIA; A LA CREACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DE LA OFICINA 
DE CORRESPONDENCIA COMÚN QUE LES PRESTARÁ SERVICIO; Y QUE REFORMA EL 
SIMILAR 3/2013, RELATIVO A LA DETERMINACIÓN DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES 
DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE DIVIDE LA REPÚBLICA MEXICANA; Y AL 
NÚMERO, A LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN 
Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO.
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particularmente de este juzgado de distrito.

Además, en concordancia con lo dispuesto por el 1104, 

fracción II, del Código de Comercio, que establece que, entre 

otras hipótesis, el competente para conocer de un juicio 

mercantil es el Juez del lugar designado en el contrato, para el 

cumplimiento de la obligación; lo que ocurrió en la especie, dado 

que conforme al contrato de seguro y sus condiciones generales, 

fue señalado como competente los órganos jurisdiccionales en la 

ciudad de Villahermosa, Tabasco.

SEGUNDO. Legitimación. La parte actora ***** ******* 

***** ***** acreditó su legitimación en la causa, puesto que 

comparece, por propio derecho y en calidad de titular de la 

cuenta principal con número de cliente ****************, y la 

diversa cuenta adicional  ****************, a la que fue 

cargada las operaciones cuya nulidad y cancelación reclama, 

mismas que tiene su origen en la celebración del contrato base 

de la acción con la parte demandada, dado que del mismo 

contrato exhibido por la demandada, se advierte que es  ***** 

******* ***** *****, es quien tienen la titularidad y 

responsabilidad del uso de la modalidad de ‘tarjetahabientes 

adicionales’.

Por su parte, se acreditó la legitimación procesal de la 

demandada ********* *** ******** ******* ** ******* 

********, por conducto de su apoderado legal, de conformidad 

con la copia certificada del instrumento público que anexó a su 

escrito de contestación, que contienen el poder general para 

pleitos y cobranzas, que confiere la persona moral demandada, 

quien compareció a juicio en su nombre y representación, sobre 

todo porque su representada hizo los cargos cuya nulidad se 

reclaman.

Las cuestiones relativas a la legitimación procesal de las 

partes fue examinada por este juzgador federal en la citada 

audiencia preliminar, por lo que al ser un aspecto ya decidido, se 

deja de hacer mayor pronunciamiento al respecto.
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TERCERO. Procedencia de la vía. La vía elegida por la 

parte actora es correcta; sin embargo, por ser una cuestión de 

orden público, se analiza de manera oficiosa.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 25/2005, 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación2.

De las constancias procesales que integran el juicio en 

que se actúa, las cuales merecen valor probatorio pleno en 

términos del artículo 1294 del Código de Comercio3 aplicado 

supletoriamente conforme al diverso 1390 Bis 84, se desprende 

que la parte actora al instar la acción jurisdiccional eligió la vía 

oral mercantil, debido a la naturaleza de las prestaciones 

reclamadas.

Por tanto, conforme a lo dispuesto en los citados 

numerales 10555 y 1390 Bis6 del Código de Comercio, los juicios 

mercantiles son, entre otros, orales que no tengan tramitación 

especial, sin limitación de cuantía en la suerte principal.

Ahora, si la contienda a resolver versa sobre la nulidad de 
cargos no reconocidos en una cuenta de crédito efectuadas 

2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, Novena Época, 
Materia Común, página 576, registro 178665, que dice: PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 
PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL 
FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.
3 Art. 1,294. Las actuaciones judiciales harán prueba plena.
4 Art. 1,390 Bis 8. En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código, en cuanto no 
se opongan a las disposiciones del presente Título.
5 Artículo 1055.- Los juicios mercantiles, son ordinarios, orales, ejecutivos o los especiales que se 
encuentren regulados por cualquier ley de índole comercial. Todos los juicios mercantiles con 
excepción de los orales que tienen señaladas reglas especiales, se sujetarán a lo siguiente:
(…)
6 Artículo 1390 Bis.- Se tramitarán en este juicio todas las contiendas mercantiles sin limitación de 
cuantía.
Contra las resoluciones pronunciadas en el juicio oral mercantil no procederá recurso ordinario 
alguno.
No obstante, las partes podrán solicitar al juez, de manera verbal en las audiencias, que subsane 
las omisiones o irregularidades que se llegasen a presentar en la substanciación del juicio oral, 
para el sólo efecto de regularizar el procedimiento.
Asimismo, el juez podrá ordenar que se subsane toda omisión que notare en la substanciación, 
para el solo efecto de regularizar el procedimiento.
Si las partes estimaren que la sentencia definitiva contiene omisiones, cláusulas o palabras 
contradictorias, ambiguas u oscuras, las partes podrán solicitar de manera verbal dentro de la 
audiencia en que se dicte, la aclaración o adición a la resolución, sin que con ello se pueda variar la 
substancia de la resolución. Contra tal determinación no procederá recurso ordinario alguno.
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el veintiséis de febrero de dos mil veintiséis, por la cantidad 

de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos cincuenta y 
tres pesos 54/100 moneda nacional), realizado con el recurso 

del referido crédito.

En consecuencia; el reclamo de tal cantidad puede 

intentarse a través del juicio oral mercantil, al no tener una 

tramitación especial.

Además, encuentra sustento en lo dispuesto por el referido 

artículo 75, fracción XIV7, del Código de Comercio, que 

establece que la ley reputa actos de comercio, las operaciones 

de bancos.

CUARTO. Fijación de litis. La parte actora señala que 

tiene una relación contractual con la parte demandada, por lo 

que se originó la cuenta con número de cliente 

****************, por tanto también con la diversa cuenta 

adicional  ****************, con  ********* *** ******** 

******* ** ******* ********.

Por lo anterior, reclama la nulidad de cargos no 
reconocidos en una cuenta de crédito efectuadas el 

veintiséis de febrero de dos mil veintiséis, por las cantidades 

de i) $16,900.00 (dieciséis mil novecientos pesos 00/100 
moneda nacional); ii) $8,562.35 (ocho mil quinientos sesenta 
y dos pesos 35/100 moneda nacional); iii) $8,536.94 (ocho 
mil quinientos treinta y seis pesos 94/100 moneda nacional); 
iv) $9,865.38 (nueve mil ochocientos sesenta y cinco pesos 
38/100 moneda nacional); v) $9,888.88 (nueve mil 
ochocientos ochenta y ocho pesos 88/100 moneda 
nacional); y, vi) $9,999.99 (nueve mil novecientos noventa y 
nueve pesos 99/100 moneda nacional), cuya suma dan un 

total de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos cincuenta 
y tres pesos 54/100 moneda nacional), realizadas con el 

7 Artículo 75. La ley reputa actos de comercio:
[…]
XIV. Las Operaciones de Bancos.
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recurso del referido crédito.

Señala que el veintiséis de febrero de dos mil veintiséis, 

la tarjetahabiente adicional  ******* ****** ***** *******, 

quien es nieta de la titular y actora, le informó a esta última 

acudió a una sucursal de la demandada para reportar que le 

acababan de robar una bolsa en el transporte público en la 

ciudad de  ************ *******, pero que, solo la titular de la 

cuenta podía levantar el reporte de robo mediante vía telefónica 

para el bloqueo de la tarjeta, por lo que alrededor de las 16:30 

horas de esa misma data, la titular procedió vía telefónica a 

realizar el reporte correspondiente ante el área de cargos no 

reconocidos de la parte demandada, quienes sin dar un número 

de folio de atención, procedieron únicamente al bloqueo de dicha 

tarjeta adicional donde se efectuaron estos montos que no 

reconoce.

Asimismo, que la tarjetahabiente adicional  ******* ****** 

***** ******* le manifestó no haber compartido jamás la clave 

o llave de acceso denominada ‘NIP’.

De ahí que, para el día siete de marzo de dos mil 
veintiséis, fue al tener conocimiento del estado de cuenta con 

fecha de corte al veintiocho de febrero de dos mil veintiséis, 

que se enteró de los cargos realizados a la cuenta adicional, 

donde cerciorando que, al no haber sido ******* ****** ***** 

******* quien, realizó dichas compras, acudió personalmente a 

las instalaciones de la demandada en esta ciudad, para 

presentar una reclamación o aclaración de cargos no 

reconocidos, la que quedó registrada bajo el folio ACL-
20260307-140199-LIVER.

Dichos cargos son los correspondientes a las cantidades de 

i) $16,900.00 (dieciséis mil novecientos pesos 00/100 
moneda nacional); ii) $8,562.35 (ocho mil quinientos sesenta 
y dos pesos 35/100 moneda nacional); iii) $8,536.94 (ocho 
mil quinientos treinta y seis pesos 94/100 moneda nacional); 
iv) $9,865.38 (nueve mil ochocientos sesenta y cinco pesos 
38/100 moneda nacional); v) $9,888.88 (nueve mil 
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ochocientos ochenta y ocho pesos 88/100 moneda 
nacional); y, vi) $9,999.99 (nueve mil novecientos noventa y 
nueve pesos 99/100 moneda nacional), cuya suma dan un 

total de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos cincuenta 
y tres pesos 54/100 moneda nacional).

Ahora, la parte demandada  ********* *** ******** 

******* ** ******* ********, al contestar la demanda, 

totalmente manifestó:

▪ Entre las partes existe la relación contractual.

▪ Aceptar la existencia de los movimientos.

▪ Negando los hechos, refiriendo que la parte actora 

realizó dichas operaciones -no reconocidas- y 

sustancialmente refirió que debe tomarse en consideración al 

momento de dictar la sentencia que la parte actora no es 

quien tenía la disposición material -posesión- de la tarjeta 

adicional donde se efectuaron dichos cargos; que la titular no 

presenció el supuesto robo, careciendo del conocimiento de 

ese hecho; y que la titular por dichas circunstancias, no 

puede afirmar a nombre de otra persona sobre los citados 

cargos.

En consecuencia, la Litis se constriñe a determinar si a la 

parte actora le asiste el derecho a demandar de ********* *** 

******** ******* ** ******* ********, las prestaciones 

reclamadas en el escrito de demanda, esto es, verificar si los 

cargos cuya nulidad se reclaman, se realizaron con o sin el 

consentimiento de la persona cuya tarjeta adicional pertenece a 

la cuenta de crédito cuya titularidad tiene la parte actora.

QUINTO. Estudio de las excepciones. Siguiendo los 

lineamientos establecidos en el artículo 348 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de 

Comercio, como lo autoriza su artículo 1054, previo al estudio 

del fondo del asunto, se deben analizar las excepciones 
propuestas por la parte demandada, dado que de resultar 

fundada alguna de ellas, sería innecesario el análisis relativo a la 
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procedencia de la acción intentada.

Las excepciones hechas valer por la institución bancaria 

en resumen consisten: 

A. Obscuridad de la demanda.

B. Falta de acción y derecho.

C.Improcedencia de honorarios, gastos y costas.

La excepción A se estima infundada porque no se 

considera que la demanda haya sido obscura, sino que la 

pretensión fue clara en cuanto a la nulidad ejercida, así como los 

hechos en que se motivó; incluso, de estimar impreciso el escrito 

inicial este órgano jurisdiccional previno al accionante, en 

términos del artículo 1390 Bis 12 del Código de Comercio, lo 

cual mediante escrito aclaratorio se satisfizo.

Además, contrario a lo sostenido por la enjuiciada, La Parte 

Actora expuso los hechos en que sustentó su pretensión, y sus 

hechos al destacar de manera detallada sus razones por las que 

considera le asiste la razón para demandar la nulidad de los 

cargos que no reconoce.

Las excepción B, dada su propia naturaleza, será materia 

de análisis junto con los elementos de la acción, debido a la 

estrecha relación de la supuesta improcedencia y falta de acción 

con aquellos.

En lo que respecta a la excepción C, su análisis dependerá 

del resultado de la procedencia de la acción al estudiar los 

elementos constitutivos de la referida, es decir, al momento en 

que se examine el fondo del asunto.

SEXTO. Estudio de fondo. Análisis de la acción. La 

actora ejercitó la acción de nulidad por falta de consentimiento y 

autorización prevista en el artículo 2224 y 2225 y 22268 del 

8 Artículo 2224. El acto jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de objeto que pueda 
ser materia de él, no producirá efecto legal alguno. No es susceptible de valer por confirmación, ni 
por prescripción; su inexistencia puede invocarse por todo interesado.
Artículo 2225. La ilicitud en el objeto, en el fin o en la condición del acto produce su nulidad, ya 
absoluta, ya relativa, según lo disponga la Ley.
Artículo 2226.- La nulidad absoluta por regla general no impide que el acto produzca 
provisionalmente sus efectos, los cuales serán destruidos retroactivamente cuando se pronuncie 
por el juez la nulidad. De ella puede prevalerse todo interesado y no desaparece por la 
confirmación o la prescripción.
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Código Civil Federal, respecto de cargos no reconocidos por la 

cantidad de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos 
cincuenta y tres pesos 54/100 moneda nacional), realizado 

con los recursos del multicitado crédito.

Asimismo, en términos de lo previsto en el artículo 13279 

del Código de Comercio, se procede al estudio de la acción 

intentada, ya que el régimen procesal general, sancionado por la 

legislación, establece principios básicos en el sentido de que el 

actor debe probar su acción y el demandado sus excepciones, 

en donde si el primero no lo hace el segundo debe ser absuelto.

Para ello, debe tomarse en consideración lo dispuesto por 

los artículos 1194 y 1196, en relación con el diverso 1390 bis 8, 

ambos del Código de Comercio, que establece: “El que afirma 
está obligado a probar...”, por lo que, de conformidad con 

dichas disposiciones, el actor debe probar los hechos 

constitutivos de su acción y la demandada los de sus 

excepciones; aludidos preceptos legales que disponen: 

Artículo 1194. El que afirma está obligado a 
probar. En consecuencia, el actor debe probar su acción, 
y el reo sus excepciones.

Artículo 1196. También está obligado a probar el 
que niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción 
legal que tiene a su favor el colitigante.

Así, la actora debe probar los hechos en que funda su 

acción y el reo sus excepciones y defensas; por tanto, la carga 

de afirmar y probar debe distribuirse entre las partes, según los 

hechos que quieran dar a conocer al juez, con el objeto de 

demostrar la validez de sus pretensiones. 

En consecuencia, la carga de la prueba incumbe a quien 

invoca en su favor una relación de derecho o una situación 

jurídica, y en la práctica, la aplicación de las reglas de la materia, 

debe atender a la naturaleza de los hechos que sean su objeto,

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada de la Sexta 

9 Artículo 1327.- La sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y de las 
excepciones opuestas respectivamente en la demanda y en la contestación.
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Época, sustentada por la extinta Cuarta Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, localizable en la página diez, 

Quinta Parte, tomo XXII, del Semanario Judicial de la 

Federación, de rubro y texto: 

ACCIONES Y EXCEPCIONES, CARGA DE LA 
PRUEBA DE LAS. El régimen procesal general, 
sancionado por la doctrina y la legislación, ha 
establecido principios básicos en el sentido de que el 
actor debe probar su acción y el demandado sus 
excepciones, y que si el actor no probó su acción debe 
absolverse al demandado; de tal manera que el 
juzgador habrá de estudiar, ante todo, si la acción está 
probada, y hasta después de haberse decidido este 
punto, en sentido afirmativo, es cuando se procederá 
al examen de las excepciones opuestas con el objeto 
de combatir esa acción.

La actora narró como hechos fundatorios de la acción, 

esencialmente:

✓ Que tiene una relación contractual con la parte 

demandada, por lo que se originó la cuenta con número de 

cliente  ****************, que da lugar a la diversa 

cuenta adicional  ****************, con  ********* *** 

******** ******* ** ******* ********.

✓ Por lo anterior, reclama la nulidad de créditos 
(cargos no reconocidos) efectuadas el veintiséis de 
febrero de dos mil veintiséis, realizado con los recursos 

del referido crédito, así como la devolución del monto 
total pagado.

✓ Señala que el veintiséis de febrero de dos mil 
veintiséis, la tarjetahabiente adicional  ******* ****** 

***** *******, quien es nieta de la titular y actora, le 

informó a este última acudió a una sucursal de la 

demandada para reportar que le acaban de robar una bolsa 

en el transporte público en la ciudad de  ************ 

*******, pero que, solo la titular de la cuenta podía levantar 

el reporte de robo mediante vía telefónica para el bloque de 

la tarjeta, por los que alrededor de las 16:30 horas de esa 
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misma, la titular procedió vía telefónica a realizar el reporte 

correspondiente ante el área de cargos no reconocidos de 

la parte demandada, quienes sin dar un número de folio de 

atención, procedieron únicamente al bloqueo de dicha 

tarjeta adicional donde se efectuaron estos montos que no 

reconoce.

✓Asimismo, que la tarjetahabiente adicional  ******* 

****** ***** ******* le manifestó no haber compartido 

jamás la clave o llave de acceso denominada ‘NIP’.

✓ De ahí que, para el día siete de marzo de dos mil 
veintiséis fue al tener conocimiento del estado de cuenta 

con fecha de corte al veintiocho de febrero de dos mil 
veintiséis que se enteró de los cargos realizados a la 

cuenta adicional, donde cerciorando que no hacer sido 

******* ****** ***** ******* quien, realizó dichas 

compras, acudió personalmente a las instalaciones de la 

demandada en esta ciudad, para presentar una reclamación 

o aclaración de cargos no reconocidos, la que quedó 

registrada bajo el folio ACL-20260307-140199-LIVER.

✓ Resultado de lo anterior, el dieciocho de marzo de 
dos mil veintiséis recibió el dictamen como improcedente 

referente a la aclaración de folio ya descrito.

Ahora, la parte demandada  ********* *** ******** 

******* ** ******* ********, al contestar la demanda, 

toralmente manifestó:

▪ Entre las partes existe la relación contractual.

▪ Se aceptó la existencia de los movimientos -cargos-.

▪ Negando los hechos, refiriendo que a la parte actora 

no le consta el robo de la tarjeta adicional, pues tampoco 

tenía la posesión de la misma, de ahí que la titular no puede 

afirmar en nombre de otra persona, y por ello no existen 

medios de convicción idóneos que permitan tener por 

demostrado la sustracción de dicha tarjeta adicional, de ahí 
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que también, fue la actora quien realizó dichas operaciones 
-no reconocidas-, pues las operaciones controvertidas 

debieron ejecutarse a través de su dispositivo móvil y de su 

número de celular, y por ser quien cuente con los medios de 

seguridad, como lo es su usuario, contraseña y firma 

electrónica, al haber sido creados por el propio actor, esto a 

razón de los registros electrónicos generados al momento de 

las transacciones.

De conformidad con la acción deducida y los hechos 

expuestos, para el acogimiento de la acción, deberán acreditarse 

los siguientes presupuestos: 

a) La existencia de la relación contractual entre las 
partes.

b) La existencia de las operaciones cuya nulidad se 
reclama.

c) La ausencia del consentimiento de la parte actora 
para realizar las operaciones bancarias 
controvertidas.

En el caso, el primero y segundo elemento de la acción, 

consistente en la existencia de una relación contractual entre 

las partes, respecto a las cuentas bancarias con número de 

cliente  ****************, y con la diversa cuenta adicional 
****************, de donde emanan las transacciones 

impugnadas con ********* *** ******** ******* ** ******* 

********, así como la existencia de los montos que sumados en 

su totalidad dan como resultado la cantidad de $63,753.54 
(sesenta y tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 
moneda nacional), éste se encuentra acreditado, en términos 

de lo manifestado expresamente, por ambas partes en la 

audiencia preliminar, en donde quedó asentado; como hecho no 
controvertido, tales aspectos.
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Lo anterior encuentra sustento legal en la jurisprudencia 

del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, que dice: PRUEBA EN JUICIOS MERCANTILES. 
MATERIA DE LA. SOLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS 
CONTROVERTIDOS.10

En relación al tercer elemento de la acción, consistente 

en la ausencia del consentimiento de la parte actora para 
realizar las operaciones bancarias controvertidas, enseguida, 

se esclarecerá a quien correspondió acreditar ese elemento y si 

se cumplió o no con esa carga probatoria.

Primeramente, debe tenerse en consideración que la 

accionante, niega lisa y llanamente haber realizado las 

operaciones no reconocidas; así como, haber otorgado su 

consentimiento para ello.

Asimismo, conviene precisar, que al contestar la demanda, 

el apoderado del banco enjuiciado, afirmó que la parte actora 

realizó las operaciones bancarias, puesto que para este tipo de 

operaciones, al cliente se le otorga un medio de acceso para 

disponer de los fondos, a través de su dispositivo móvil y de su 

número de celular, y por ser quien cuente con los medios de 

seguridad, como lo es, su usuario, contraseña y firma 

electrónica, al haber sido creados por el propio actor.

Aunado a que, el actor es la única persona que conoce 

sus claves de identificación y por ende, es quien realizó los 
cargos no reconocidos que combate.

En ese tenor, contexto, como se indicó, la accionante 

niega lisa y llanamente haber realizado las operaciones 
bancarias, respecto de los cuales reclama su nulidad, así como 

haber otorgado su consentimiento para ello, y por el contrario la 

demandada afirma que esta la realizó con su clave, contraseña y 

usuario.

10 Época: Octava Época, Registro: 213647, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo 
de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 73, 
Enero de 1994, Materia(s): Civil, Tesis: I.4o.C. J/56, Página: 61
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Por tanto, es inconcuso que le corresponde a la institución 

bancaria demandada la carga de probar sus afirmaciones, esto 

es, que contrariamente a lo afirmado por la accionante.

En efecto, la interpretación sistemática de los numerales 

1194, 1195, 1280 del Código de Comercio, permite concluir que 

el que afirma está obligado a probar, en tanto quien niega no 

tiene dicha carga a menos que su negación envuelva la 

afirmación expresa de un hecho, así como el que niega cuando 

al hacerlo desconoce la presunción legal que tiene su 

contraparte.

Asimismo, que el que tiene a su favor una presunción 

legal, sólo está obligado a probar el hecho en que se funda la 

presunción

Esas disposiciones, aplicadas a las relaciones jurídicas 

entre las instituciones bancarias y sus usuarios, llevan a 

considerar que cuando el usuario niegue las operaciones por no 

haberlas realizado, que la institución bancaria le atribuye y carga 

a su estado de cuenta, corresponde al proveedor del servicio 

acreditar la transacción que afirma y que su cliente niega.

Es así, en principio, porque la cuestión queda 

comprendida dentro de la premisa primaria sobre la carga 

probatoria, esto es, que quien afirma debe probar no el que 

niega, a menos que el primero tenga a su favor una presunción 

legal.

Además, en torno a ese tema, los tribunales de la 

Federación han sido reiterativos acerca de que corresponde a 

los bancos demostrar la legalidad de las disposiciones 
reflejadas en los estados de cuenta del usuario, cuando éste 
las niegue.

Tiene aplicación, la jurisprudencia 1a./J. 16/2019 (10a.), 

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, decima época, con registro 2019919, de rubro 

siguiente: NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA 
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PRUEBA DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS MEDIANTE 
EL USO DE TARJETA BANCARIA AUTORIZADAS A TRAVÉS 
DE LA DIGITACIÓN DEL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN 
PERSONAL (NIP) EN DISPOSITIVOS DENOMINADOS 
"TERMINAL PUNTO DE VENTA". 

Respecto al tema de la nulidad de las OPERACIONES 
BANCARIAS; la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, determinó que cuando se demanda la nulidad de 

cargos originados mediante la digitalización de un número de 

identificación personal, porque el usuario niega haberlos 

realizado, es la institución bancaria quien está obligada a ofrecer 

las pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio usuario 

quien realizó dicha transacción.

Ello es así, porque la institución bancaria es la que cuenta 

con dispositivos y mecanismos que facilitan la aportación de 

pruebas, al ser las encargadas de la implementación de las 

medidas de seguridad a efecto de poder verificar no solo los 

montos de las disposiciones o los cargos, sino la efectiva 

utilización del número de identificación personal de los usuarios.

En esas condiciones, concluyó la aludida Sala del Más 

Alto Tribual del país, si la institución financiera quiere gozar de la 

presunción legal de tener como emisor al que envió el mensaje 

de datos, debe probar los procedimientos de identificación 
que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario, así como que esos procedimientos 
cumplen con los requisitos previstos para la verificación de 
la fiabilidad de las firmas electrónicas, esto es, que los datos 

de creación del mensaje en el contexto en que se utilizaron 

corresponden exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí 

mismo haya sido alterado por algún agente exterior.

Aclaró la Sala de referencia, que a fin el que el juez esté 

en posibilidad de aplicar en favor de la institución bancaria la 

aludida presunción de tener como emisor al que envió en 

mensaje de datos, se necesita la exhibición de mayores 
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elementos para demostrar la fiabilidad del método para la 

generación de la firma, por lo que una vez que la institución 

bancaria acredite que no se vulneró el sistema durante la 
transacción y que tomó las medidas de seguridad 
necesarias; entonces, la carga de la prueba se le revertirá al 

usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 

aquella.

Se cita como apoyo, la tesis I.3O.C.518 C, sustentada por 

el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

publicada en el semanario judicial de la federación y su gaceta, 

Novena Época, Tomo XXII, Noviembre de 2005, con registro 

17662111.

11TRANSFERENCIA ELECTRÓNICA DE FONDOS. CARGA DE LA PRUEBA SOBRE LA 
AUTORIZACIÓN DE OPERACIONES. La transferencia electrónica es un instrumento de pago 
mediante el movimiento de fondos consistente en el cargo que recibe la cuenta del ordenante y el 
abono que se produce en la cuenta del beneficiario. En la utilización de ese medio de pago, es 
necesaria la intervención de uno o varios bancos, según se trate de una operación entre cuentas de 
una misma institución de banca múltiple o interbancaria, de tal suerte que los bancos actuarán 
como expedidores, intermediarios o receptores de los fondos, e incluso, con todas esas funciones a 
la vez, para el supuesto de traspasos entre cuentahabientes de una misma entidad bancaria. Sin 
embargo, para que los bancos actúen en esa cadena de relaciones, es indispensable que exista un 
iniciador de tal secuencia, o sea, un cuentahabiente ordenante, y un destinatario final que concluya 
el enlace de nexos, esto es, un cuentahabiente beneficiario. En efecto, las operaciones de 
transferencia electrónica de fondos, entre ellas las destinadas para el pago de los impuestos 
federales, son realizadas por los propios depositantes, a través de una institución crediticia, quien a 
su vez utilizará el servicio prestado por la cámara de compensación respectiva en caso de 
operaciones interbancarias. Dada esa particular mecánica, es menester acreditar, en caso de una 
transferencia cuyo importe no se acepta como cargo a la cuenta de la parte ordenante de la 
operación, que dicha operación fue realizada directamente por la institución de crédito, 
incumpliendo así su obligación de abstenerse de realizar retiros que sólo puede hacer la parte 
depositante. Empero, debe considerarse que la transferencia de fondos se realiza en forma 
electrónica, de tal suerte que es el sistema computacional del contribuyente el que se enlaza con el 
sistema del banco, y en ambos sistemas informáticos quedan registradas las operaciones de envío 
de la instrucción y recepción de la misma, lo que permite al cuentahabiente obtener un 
comprobante de la operación, pero también el sistema de la institución bancaria registrará de 
manera automática, como corresponde a los programas informáticos operados por computadoras, 
la autorización, asignándole un número, con fecha, monto, origen y destino. Lo anterior, genera que 
sea el banco quien tenga mayores elementos para acreditar no sólo la realización de las 
operaciones de transferencias electrónicas de fondos, sino también las autorizaciones 
correspondientes a cada una de ellas, ya que únicamente con base en la orden recibida por el 
sistema informático de la institución de crédito se puede realizar el traspaso automatizado de 
capitales. De hecho, en todas las operaciones de pagos a terceros, como proveedores de bienes y 
servicios, realizadas por los cuentahabientes de las instituciones de crédito, es necesario que éstas 
lleven un registro de las autorizaciones efectuadas por sus clientes, como prevé el artículo 57 de la 
Ley de Instituciones de Crédito. Por ende, cuando el ordenante de la transferencia niega haber 
dado una autorización al banco del cual es cuentahabiente para que se hiciera esa operación, y la 
institución bancaria afirma que sí recibió la instrucción correspondiente, corresponde la carga 
probatoria a esta última, tanto por ser quien conserva un registro de operaciones que, inclusive, 
reflejará en los estados de cuenta que tiene que remitir a sus cuentahabientes, como por la 
circunstancia de que así se desprende de la asignación de las cargas probatorias en cuanto a las 
afirmaciones y negaciones de hechos establecida en los artículos 1194 y 1195 del Código de 
Comercio. Así, por regla general, la carga de la prueba sobre la existencia de la autorización para 
efectuar una transferencia electrónica de fondos corresponde a la institución bancaria, sin embargo, 
cuando el cuentahabiente afirma que el banco duplicó el traspaso por un error atribuible al mismo, 
a pesar de existir el registro de dos autorizaciones distintas, toca al propio cuentahabiente 
demostrar que fue el banco quien se apartó de la forma de operar un pago a terceros, y en 
particular una transferencia electrónica, para lo cual podrá exigir no sólo la aportación de los 
registros del banco sino, inclusive, ofrecer la prueba pericial en informática, entre otros medios de 
comprobación a su alcance.
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A mayor abundamiento, cabe precisar que la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante 

jurisprudencia 1a./J. 17/2021 (10a.), dispuso que no puede 
presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir de la 

mera acreditación de que una transferencia se llevó a cabo 

utilizando un determinado mecanismo de autenticación por parte 

del usuario. 

Al respecto, se establece que dicha presunción solamente 

se puede obtener una vez que la institución bancaria demuestre 

haber seguido el procedimiento exigido por las disposiciones de 

carácter general, aplicables a las instituciones de crédito, 

emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Esto es, la previsión de contenidos mínimos para el 

funcionamiento de la banca electrónica tratándose de las 
transferencias de recursos, dentro de los que destaca:

a) La introducción de mecanismos complejos de 

autenticación del usuario divididas en cuatro categorías; 

b) El establecimiento de operaciones con las 

cantidades dinerarias máximas que pueden llevarse a cabo 

bajo determinado medio de autenticación;

c) La necesidad de registrar previamente las cuentas 

de destino, así como el periodo mínimo que debe transcurrir 

antes de poder realizar la transferencia, según sea el caso; 

y,

d) La obligación de generar comprobantes y notificar al 

usuario de las transacciones. 

Además, que a partir de que actualmente se conocen 

diversas maneras de poder obtener fraudulentamente datos 
de los clientes o vulnerarse contenido electrónico para 
realizar operaciones sin el consentimiento de los usuarios, 

la presunción en el sentido de que las transferencias mediante 

mecanismos electrónicos son infalibles no puede prosperar, por 

lo que no es posible trasladar, en un primer momento, la carga 
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de la prueba al usuario del servicio.

Máxime si se considera la tecnicidad de los sistemas digitales 

por medio de los cuales se presta el servicio de la banca 

electrónica lo que representa un obstáculo excesivo a efecto de 

que el usuario del servicio pudiera demostrar su pretensión, 

además de que el banco es quien cuenta con la infraestructura 

necesaria para generar la evidencia presentada ante los órganos 

jurisdiccionales. 

De manera tal que la institución financiera es quien debe 

acreditar que los procedimientos de identificación que fueron 

utilizados durante la transacción y que fueron acordados con el 

usuario se emitieron correctamente, además de la fiabilidad del 

procedimiento que se utilizó para autorizar la transacción. 

Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 

procedimiento normativamente exigido de la institución financiera 

para la operación impugnada y que no se tuvo conocimiento 
de incidentes que comprometieran los datos del 
cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba se 

revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 

aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la imposición a 

los bancos de una carga imposible consistente en la 

demostración de la fiabilidad abstracta de todo su sistema ante 

cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran 

llegar a materializar.

Se cita la tesis antes referida de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación:

TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS 
BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU NULIDAD, 
CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS 
NORMATIVAMENTE PARA ACREDITAR SU 
FIABILIDAD. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no 
puede presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a 
partir de la mera acreditación de que una transferencia se 
llevó a cabo utilizando un determinado mecanismo de 
autenticación por parte del usuario. Al respecto, se 
establece que dicha presunción solamente se puede 
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obtener una vez que la institución bancaria demuestre 
haber seguido el procedimiento exigido por las 
disposiciones de carácter general, aplicables a las 
instituciones de crédito, emitidas por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. En ese sentido, una vez 
acreditado que se siguió debidamente el procedimiento 
normativamente exigido de la institución financiera para la 
operación impugnada y que no se tuvo conocimiento de 
incidentes que comprometieran los datos del 
cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba se le 
revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla.

Justificación: Las disposiciones aludidas establecen 
la previsión de contenidos mínimos para el 
funcionamiento de la banca electrónica tratándose de las 
transferencias de recursos, dentro de los que destacan: a) 
la introducción de mecanismos complejos de 
autenticación del usuario divididas en cuatro categorías; 
b) el establecimiento de operaciones con las cantidades 
dinerarias máximas que pueden llevarse a cabo bajo 
determinado medio de autenticación; c) la necesidad de 
registrar previamente las cuentas de destino, así como el 
periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder 
realizar la transferencia, según sea el caso; y, d) la 
obligación de generar comprobantes y notificar al usuario 
de las transacciones. Sin embargo, a partir de que 
actualmente se conocen diversas maneras de poder 
obtener fraudulentamente datos de los clientes o 
vulnerarse contenido electrónico para realizar 
operaciones sin el consentimiento de los usuarios, la 
presunción en el sentido de que las transferencias 
mediante mecanismos electrónicos son infalibles no 
puede prosperar, por lo que no es posible trasladar, en un 
primer momento, la carga de la prueba al usuario del 
servicio; máxime si se considera la tecnicidad de los 
sistemas digitales por medio de los cuales se presta el 
servicio de la banca electrónica lo que representa un 
obstáculo excesivo a efecto de que el usuario del servicio 
pudiera demostrar su pretensión, además de que el banco 
es quien cuenta con la infraestructura necesaria para 
generar la evidencia presentada ante los órganos 
jurisdiccionales. De manera tal que la institución 
financiera es quien debe acreditar que los procedimientos 
de identificación que fueron utilizados durante la 
transacción y que fueron acordados con el usuario se 
emitieron correctamente, además de la fiabilidad del 
procedimiento que se utilizó para autorizar la transacción. 
Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 
procedimiento normativamente exigido de la institución 
financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos 
del cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba 
se revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar 
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lo aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la 
imposición a los bancos de una carga imposible 
consistente en la demostración de la fiabilidad abstracta 
de todo su sistema ante cualquier tipo de riesgo, sino sólo 
de aquellos que se pudieran llegar a materializar.12

Sentado lo anterior, se procede analizar si la institución 

bancaria cumplió con dicha carga procesal y si con las pruebas 

que ofreció, acreditó que las operaciones bancarias no 

reconocidas, se realizaron con el consentimiento del propio 
accionante, esto es, que al efectuarla se ingresó sus claves 
confidenciales; o bien, que no se vulneró el sistema durante 
la realización de dichas transacciones y que tomó las 
medidas de seguridad necesarias.

En consecuencia, su postura defensiva, sintetizada en las 

excepciones que expuso, se refiere a que dichos movimientos 

bancarios, se realizaron por el usuario, pues es el único que 

cuenta con su nombre de usuario y contraseña; además que no 

se vulnero su sistema, el cual a su consideración es confiable y 

seguro, motivo por el cual considera que goza de la presunción 

legal de que las operaciones bancarias litigiosas son válidas y 

legales.

Como puede verse, se trata de hechos negativos que 

conforme al artículo 1195, del Código de Comercio, no 

corresponde probar al accionante, sino que, en términos del 

numeral 1194 de dicha legislación mercantil,13 la institución 

financiera demandada tiene la carga de la prueba, porque sí 

realizó una afirmación, en el sentido de que la parte actora dio su 

consentimiento para efectuar las operaciones impugnadas, 

utilizando sus factores de autenticación y medios de 

autenticación que solo ella conoce, mediante el uso de la banca 

móvil.

12 Registro digital: 2023157, Instancia: Primera Sala, Undécima Época, Materias(s): Civil, Tesis: 
1a./J. 17/2021 (10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
13 Artículo 1194.- El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, el actor debe probar su acción 
y el reo sus excepciones.
Artículo 1195.- El que niega no está obligado a probar, sino en el caso en que su negación envuelva 
afirmación expresa de un hecho.
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Carga de la prueba que se corrobora con los postulados 

sustentados por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en la Jurisprudencia 1a./J. 17/2021 (10a.), registro 

2023157, de rubro: “TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS 
BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU NULIDAD, 
CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS PROCEDIMIENTOS 
ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE PARA ACREDITAR SU 
FIABILIDAD”.14

Así, conforme a la jurisprudencia citada, se estima que las 

instituciones bancarias deben ser las que acrediten que el 

sistema de banca electrónica hubiere operado de acuerdo con la 

normatividad establecida al momento de llevar a cabo las 

operaciones impugnadas. Porque, a diferencia de los usuarios, 

las instituciones financieras cuentan con mayor facilidad para 

acceder a la información relevante que dé cuenta de las 

operaciones controvertidas, en atención a la obligación de 

resguardo de la información, que le asiste en términos de la 

sección quinta del capítulo X de las Disposiciones de Carácter 

General Aplicables a las Instituciones de Crédito.15

14 Localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Undécima Época. Materias(s): Civil.
15 “Sección Quinta. Del monitoreo, control y continuidad de las operaciones y servicios de Banca 
Electrónica.
Artículo 316 Bis 13.- Las Instituciones deberán mantener mecanismos de control para la detección y 
prevención de eventos que se aparten de los parámetros de uso habitual de sus Usuarios a través de 
Medios Electrónicos. Para tales efectos, las Instituciones podrán:
I. Solicitar a sus Usuarios la información que estimen necesaria para definir el uso habitual que estos 
hagan de los servicios de Banca Electrónica.
II. Aplicar, bajo su responsabilidad, medidas de prevención, tales como la suspensión de la utilización del 
servicio de Banca Electrónica o, en su caso, de la operación que se pretenda realizar, en el evento de que 
cuenten con elementos que hagan presumir que el Identificador de Usuario o los Factores de 
Autenticación no están siendo utilizados por el propio Usuario, debiendo informar a este tal situación de 
forma inmediata. Lo anterior, en los términos y condiciones que las Instituciones hayan pactado con sus 
Usuarios en el contrato respectivo.
Artículo 316 Bis 14.- Las Instituciones deberán mantener en bases de datos todas las operaciones 
efectuadas a través del servicio de Banca Electrónica que no sean reconocidas por sus Usuarios y que, al 
menos, incluya la información relacionada con operaciones no reconocidas por los Usuarios y el trámite 
que, en su caso, haya promovido el Usuario, tales como folio de reclamación, fecha de reclamación, 
causa o motivo de la reclamación, fecha de la operación, cuenta origen, tipo de producto, servicio de 
Banca Electrónica en el que se realizó la operación, importe, estado de la reclamación, resolución, fecha 
de resolución, monto abonado, monto recuperado y monto quebrantado.
La información anterior deberá mantenerse en la Institución durante un periodo no menor a cinco años 
contado a partir de su registro, sin perjuicio de otras disposiciones que resulten aplicables.
Artículo 316 Bis 15.- Las Instituciones deberán generar registros, bitácoras, huellas de auditoría de las 
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Sobre este punto, debe acudirse a lo dispuesto en el 

artículo 316 Bis 14 de la sección referida, en el cual se establece 

la obligación de las instituciones bancarias de mantener bases 

de datos de todas las operaciones no reconocidas que se 

operaciones y servicios bancarios realizados a través de Medios Electrónicos y, en el caso de Banca 
Telefónica Voz a Voz, adicionalmente grabaciones de los procesos de contratación, activación, 
desactivación, modificación de condiciones y suspensión del uso del servicio de Banca Electrónica, 
debiendo observar lo siguiente:
I. Las bitácoras deberán registrar cuando menos la información siguiente:
a) Los accesos a los Medios Electrónicos y las operaciones o servicios realizados por sus Usuarios, así 
como el acceso a dicha información por las personas expresamente autorizadas por la Institución, 
incluyendo las consultas efectuadas.
 b) La fecha y hora, número de cuenta origen y Cuenta Destino y demás información que permita 
identificar el mayor número de elementos involucrados en el acceso y operación en los Medios 
Electrónicos.
c) Los datos de identificación del Dispositivo de Acceso utilizado por el Usuario para realizar la operación 
de que se trate.
d) En el caso de Banca por Internet, deberán registrarse las direcciones de los protocolos de Internet o 
similares, y para los servicios de Banca Electrónica en los que se utilicen Teléfonos Móviles o fijos, 
deberá registrarse el número de la línea del teléfono en el caso de que esté disponible.
Las bitácoras, incluyendo las grabaciones de llamadas de Banca Telefónica Voz a Voz, deberán ser 
almacenadas de forma segura por un periodo mínimo de ciento ochenta días naturales y contemplar 
mecanismos para evitar su alteración, así como mantener procedimientos de control interno para su 
acceso y disponibilidad.
Las bitácoras a que se refiere la presente fracción, deberán ser revisadas por las Instituciones en forma 
periódica y en caso de detectarse algún evento inusual, deberá reportarse a los Comités de Auditoría y de 
Riesgos, conforme se establece en el último párrafo del Artículo 316 Bis 19 de las presentes 
disposiciones.
II. Deberán contar con mecanismos para que la información de los registros de las bitácoras en los 
diferentes equipos críticos de cómputo y telecomunicaciones utilizados en las operaciones de Banca 
Electrónica sea consistente.
La información a que se refiere el presente Artículo deberá ser proporcionada a los Usuarios que así lo 
requieran expresamente a la Institución mediante sus canales de atención al cliente, en un plazo que no 
exceda de diez días hábiles, siempre que se trate de operaciones realizadas en las propias cuentas de 
los Usuarios durante los ciento ochenta días naturales previos al requerimiento de la información de que 
se trate. En caso de grabaciones de voz no se entregará copia de la grabación, solo se permitirá su 
audición, debiendo proporcionar una transcripción de la misma si es requerida por el Usuario.
Artículo 316 Bis 16.- Las Instituciones deberán proveer procedimientos y mecanismos para que sus 
Usuarios les reporten el robo o extravío de los Dispositivos de Acceso o, en su caso, de su información de 
identificación y Autenticación, que permitan a las propias Instituciones impedir el uso indebido de los 
mismos. Asimismo, deberán establecer políticas que definan las responsabilidades tanto del Usuario 
como de la Institución, respecto de las operaciones que hayan sido efectuadas previas al reporte.
Las Instituciones deberán contar con procedimientos y mecanismos para que el reporte de robo o extravío 
pueda ser enviado por el Usuario tanto a través de Medios Electrónicos como por cualquier medio que 
defina la propia Institución. Cada reporte de robo o extravío deberá generar un folio que se haga del 
conocimiento del Usuario y que le permita dar seguimiento a dicho reporte.
Adicionalmente, las Instituciones deberán establecer procedimientos y mecanismos para la atención y 
seguimiento de las operaciones realizadas a través del servicio de Banca Electrónica que no sean 
reconocidas por sus Usuarios.
Artículo 316 Bis 17.- Derogado.
Artículo 316 Bis 18.- Las Instituciones estarán obligadas a contar con áreas de soporte técnico y 
operacional, integradas por personal capacitado, las cuales se encargarán de atender y dar seguimiento a 
las incidencias que tengan sus Usuarios del servicio de Banca Electrónica, así como a eventos de 
seguridad relacionados con el uso de Medios Electrónicos.
Artículo 316 Bis 19.- Las Instituciones deberán procurar la operación continua de la infraestructura de 
cómputo y de telecomunicaciones, así como dar pronta solución, para restaurar el servicio de Banca 
Electrónica, en caso de presentarse algún incidente.
Las incidencias deberán informarse a los Comités de Auditoría y de Riesgos de la Institución en la sesión 
inmediata siguiente a la verificación del evento de que se trate, a efecto de que se adopten las medidas 
conducentes para prevenir o evitar que se presenten nuevamente.
Artículo 316 Bis 20.- Derogado.
Artículo 316 Bis 21.- Las Instituciones deberán implementar las acciones correctivas que la Comisión les 
requiera, como resultado de la identificación de riesgos asociados con el uso de los servicios de Banca 
Electrónica.
Artículo 316 Bis 22.- En caso de catástrofes naturales u otras situaciones que afecten la adecuada oferta 
a nivel nacional de operaciones y servicios bancarios, que por su naturaleza justifiquen temporalmente el 
uso masivo de Medios Electrónicos, la Comisión podrá autorizar a las Instituciones prestar servicios de 
Banca Electrónica en términos distintos a los señalados en las presentes disposiciones, de acuerdo con 
las necesidades del Público Usuario y con los riesgos asociados, por un determinado periodo de tiempo 
hasta que se restablezcan las condiciones normales.” 
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realicen utilizando el sistema de banca electrónica, de las cuales 

debe conservar determinada información básica por cinco años a 

partir de su registro siendo éstos: folio de reclamación, fecha de 

reclamación, causa o motivo de la reclamación, fecha de la 

operación, cuenta origen, tipo de producto, servicio de banca 

electrónica en el que se realizó la operación, importe, estado de 

la reclamación, resolución, fecha de resolución, monto abonado, 

monto recuperado y monto quebrantado.

Asimismo, el artículo 316 Bis 15, prevé la obligación de que 

las instituciones prestadoras del servicio generen registros, 

bitácoras, huellas de auditoría de todas las operaciones y 

servicios bancarios realizados a través de medios electrónicos; 

dispositivo que se transcribe a continuación:

"Artículo 316 Bis 15. Las instituciones deberán 
generar registros, bitácoras, huellas de auditoría de las 
operaciones y servicios bancarios realizados a través 
de medios electrónicos y, en el caso de banca 
telefónica voz a voz, adicionalmente grabaciones de los 
procesos de contratación, activación, desactivación, 
modificación de condiciones y suspensión del uso del 
servicio de banca electrónica, debiendo observar lo 
siguiente:

I. Las bitácoras deberán registrar cuando menos la 
información siguiente:

a) Los accesos a los medios electrónicos y las 
operaciones o servicios realizados por sus usuarios, 
así como el acceso a dicha información por las 
personas expresamente autorizadas por la institución, 
incluyendo las consultas efectuadas.

b) La fecha y hora, número de cuenta origen y 
cuenta destino y demás información que permita 
identificar el mayor número de elementos involucrados 
en el acceso y operación en los medios electrónicos.

c) Los datos de identificación del dispositivo de 
acceso utilizado por el usuario para realizar la 
operación de que se trate.

d) En el caso de banca por Internet, deberán 
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registrarse las direcciones de los protocolos de Internet 
o similares, y para los servicios de banca electrónica en 
los que se utilicen teléfonos móviles o fijos, deberá 
registrarse el número de la línea del teléfono en el caso 
de que esté disponible.

Las bitácoras, incluyendo las grabaciones de 
llamadas de banca telefónica voz a voz, deberán ser 
almacenadas de forma segura por un periodo mínimo 
de ciento ochenta días naturales y contemplar 
mecanismos para evitar su alteración, así como 
mantener procedimientos de control interno para su 
acceso y disponibilidad.

Las bitácoras a que se refiere la presente fracción, 
deberán ser revisadas por las instituciones en forma 
periódica y en caso de detectarse algún evento inusual, 
deberá reportarse a los Comités de Auditoría y de 
Riesgos, conforme se establece en el último párrafo del 
artículo 316 Bis 19 de las presentes disposiciones.

II. Deberán contar con mecanismos para que la 
información de los registros de las bitácoras en los 
diferentes equipos críticos de cómputo y 
telecomunicaciones utilizados en las operaciones de 
banca electrónica sea consistente.

La información a que se refiere el presente artículo 
deberá ser proporcionada a los usuarios que así lo 
requieran expresamente a la institución mediante sus 
canales de atención al cliente, en un plazo que no 
exceda de diez días hábiles, siempre que se trate de 
operaciones realizadas en las propias cuentas de los 
usuarios durante los ciento ochenta días naturales 
previos al requerimiento de la información de que se 
trate. En caso de grabaciones de voz no se entregará 
copia de la grabación, sólo se permitirá su audición, 
debiendo proporcionar una transcripción de la misma si 
es requerida por el usuario." 

De lo transcrito se advierte, que el cuentahabiente se 

encuentra en una posición de desventaja frente al prestador del 

servicio bancario en línea, al no contar con los mecanismos 

tecnológicos necesarios a los que sí puede acceder la institución 

bancaria; debe agregarse la resistencia que esta última podría 

poner cuando se ofreciera alguna prueba por parte del cliente, a 

fin de revisar la estructura y conformación de sus servidores, 

pues no debe perderse de vista que dicho sistema sensible se 
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encuentra bajo un resguardo riguroso al que no puede tener 

acceso cualquier persona.

En ese sentido, a fin de resolver este tipo de controversias 

es necesaria una evaluación integral de quién fue el que efectuó 

la transacción o el posible defraudador en ese contexto, es decir, 

si se trató de un tercero que utilizó credenciales o extrajo datos 

del cliente para efectuar las operaciones o, en su defecto, si el 

usuario fue el que realizó las transacciones, o en todo caso, 

perdió de vista el deber de cuidado que debe tener sobre su 

información personal. 

Por tanto, quien está en aptitud de allegarse y verificar esa 

información, es el propio banco, pues si a su juicio, el sistema no 

refleja algún movimiento extraordinario adicional al de la 

transferencia, así debe evidenciarlo en el juicio; máxime que 

resultaría sumamente improbable que dichas instituciones 

permitieran el acceso a los controles internos de su sistema a 

aquellos clientes que demandaran la nulidad de los cargos.

De ahí que, se insiste, la mera exhibición del registro en que 

se advierta las operaciones cuestionadas, en ausencia de 

elementos que permitan verificar que se cumplieron con los 

protocolos establecidos, no se estima suficiente para acreditar la 

validez de la transacción. Siendo que, si la institución bancaria 

tuvo conocimiento de cualquier incidente que pudiera haber 

comprometido los datos del cuentahabiente, así debía declararlo.

Se estima entonces que, una vez acreditado que se siguió 

debidamente el procedimiento normativamente exigido a la 

institución financiera para las operaciones impugnadas y que no 

se tuvo conocimiento de incidentes que comprometieran los 

datos del cuentahabiente, no deberá imponérsele a la institución 

financiera la carga de demostrar la fiabilidad abstracta del 

sistema. Ello, en tanto que la fiabilidad de la operación quedará 

presumida una vez que se verifique el debido cumplimiento del 

procedimiento previsto normativamente, de acuerdo con el tipo, 

cuantía y canal de la operación, bajo el entendido que no existió 
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tipo de vulneración alguna.

Lo que tampoco implica llegar al extremo de exigir a la 

institución financiera que demuestre la fiabilidad genérica de 

todo su sistema, ante cualquier tipo de riesgo que no se hubiere 

llegado a materializar.

Aunado a lo anterior, no se considera que la carga impuesta 

resulte excesiva para las instituciones financieras; porque la 

asignación particular de dicha carga probatoria se encuentra 

además justificada en la protección reforzada que asiste a los 

cuentahabientes. 

En ese sentido, se estima que no puede presumirse la 

fiabilidad de la banca electrónica a partir de la mera acreditación 

de que una transferencia electrónica de dinero se llevó a cabo 

utilizando un determinado mecanismo de autenticación por parte 

del usuario, porque dicha presunción solamente se puede 

obtener una vez que la institución bancaria demuestre haber 

seguido el procedimiento exigido normativamente para la 

realización de la operación de que se trate.

Es decir, que tratándose de un juicio en que resulte 

controvertida la realización de una operación de transferencia de 

dinero a una cuenta de un tercero u otra institución bancaria, 

corresponde a la institución bancaria acreditar que la operación 

se realizó de acuerdo a los protocolos exigidos por las 

disposiciones de carácter general, aplicables a las instituciones 

de crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el dos 

de diciembre de dos mil cinco. Siendo que la mera acreditación 

de que se ingresaron los medios de autenticación conocidos 

como las claves y contraseñas para autorizar las operaciones, 

corresponde a uno de los elementos que deben llevar a dicha 

convicción.

Por lo que, cuando resulte controvertida la validez de una 

transacción que tenga por objeto la trasferencia de recursos 

dinerarios a cuentas de terceros u otras instituciones bancarias, 

no basta con la acreditación de que se introdujeron las claves o 
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contraseñas para acceder al sistema electrónico, con 

independencia de la categoría que les correspondiera; sino que 

la institución bancaria deberá demostrar que dicha operación 

cumplió igualmente con el procedimiento previsto en las 

Disposiciones de Carácter General Aplicables a las Instituciones 

de Crédito emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores, concretamente, que el mecanismo de autenticación 

correspondía al de la cuantía y formato de la operación, la 

emisión del comprobante y notificación al usuario de la operación 

respectiva, el debido seguimiento de los plazos establecidos 

para el registro de una cuenta destinataria, entre otros que se 

puedan advertir de las disposiciones antes citadas, según 

corresponda al monto y canal por el que se lleve a cabo la 

operación.

Sobre este aspecto, cabe precisar que en estas 

circunstancias lo cuestionado no es propiamente la fiabilidad 
del método por el cual se crearon las claves de 
autenticación durante la contratación del servicio de banca 
electrónica a efecto de que el usuario pudiera ingresar a este 

sistema electrónico. En cambio, la carga probatoria a la que aquí 

se hace referencia es la de acreditar que el sistema dispuesto 
por la institución bancaria operó bajo los protocolos 
establecidos en las Disposiciones de Carácter General 

Aplicables a las Instituciones de Crédito emitidas por la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores, al momento en que se llevó a 

cabo la transferencia de recursos dinerarios, y que, por tanto, el 

sistema en sí mismo no fue vulnerado por algún agente externo.

Sin que la conclusión alcanzada contravenga lo dispuesto 

en el artículo 1196 del Código de Comercio, en que se obliga a 

probar al que niega, cuando al hacerlo desconoce una 

presunción legal. Pues si bien las trasferencias electrónicas 

pueden contar con una presunción de fiabilidad en favor de la 

institución financiera; es necesario que el hecho del cual se 

presume aquél y que le sirve de antecedente, se funde en 

mayores elementos probatorios para que se considere cierto y 
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pueda aplicar esa presunción, a saber, que fueron debidamente 

aplicados los protocolos establecidos en las Disposiciones de 

Carácter General Aplicables a las Instituciones de Crédito 

emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de 

acuerdo al tipo de operación de que se trate.

Normativas que resultan aplicables para la parte 

demandada en razón no sólo de su objeto social sino a su 

equiparación bancaria como institución financiera y en la 

aplicación de las tesis jurisprudenciales y aisladas invocadas en 

este asunto respecto a la actividad bancaria.

Lo anterior, también encuentra sustento en la carga de la 

prueba prevista en los artículos 1194, 1195 y 1196 del Código de 

Comercio, en que se impone la demostración de los hechos 

controvertidos a la parte que tenga mayor facilidad para aportar 

los medios conducentes y no a la que se pueda ver en mayores 

dificultades o en la imposibilidad para hacerlo, la cual encuentra 

una aplicación especial, tratándose del caso de los 

cuentahabientes.

De modo que, en las circunstancias concretas, la carga de 

la prueba implica que sea la parte que ostenta una posición 

dominante en la relación de consumo la que deba acreditar el 

funcionamiento en las condiciones debidas. Siendo que la 

tecnicidad de los sistemas digitales por medio de los cuales se 

presta el servicio de banca electrónica representaría un 

obstáculo excesivo a efecto de que el usuario del servicio 

pudiera demostrar su pretensión. A diferencia de ello, las 

instituciones prestadoras del servicio de banca electrónica se 

encuentran obligadas a contar con la infraestructura y 

profesionalización en términos del artículo 316 Bis 18 de las 

disposiciones de mérito.

Expuesto lo precedente, se insiste en que la carga 

probatoria de acreditar el hecho litigioso corresponde al banco 

demandado, esto es, comprobar que las operaciones 
bancarias materia de la litis, fueron realizadas o autorizadas 
por la parte actora y que ésta niega.
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Y, para dilucidar dicha circunstancia, se procede al análisis 

del caudal probatorio admitido a la parte demandada en 

audiencia preliminar efectuada en el presente juicio, consistentes 

en: la confesional a cargo de la parte actora, las 

documentales anexadas en los escritos de contestación de 

demanda, la presuncional legal y humana e instrumental de 
actuaciones. 

El desahogo de la prueba confesional -a cargo de la parte 

actora- en la que se tuvieron por ciertos los hechos respecto a 

lo que pretende la demandada probar con dicho medio de 

probanza, salvo prueba en contrario; sin embargo, ésta en nada 

favorece a la intensión de la demandada, ya que la misma fue 

ofrecida con el fin de demostrar que la actora carece de 

conocimiento directo respecto de los hechos constitutivos de su 

acción, y que sus afirmaciones derivan de información obtenida 

de tercero; y no así para acreditar el tercer elemento de la acción 

consistente en que los cargos controvertidos se hayan realizado 

con el consentimiento de la usuaria de la tarjeta adicional, cuya 

titularidad corresponde a la actora.

Medio de prueba al que se le otorga valor probatorio de 

confesión, en términos del artículo 1287, del Código de 

Comercio.

Respecto de las documentales admitidas a la parte 
demandada, consistentes en: el contrato -carátula- de 
apertura de crédito y los certificados del Log o archivos 
Log’s de cada uno de los montos impugnados, a los que se les 

otorga valor probatorio pleno en términos de los artículos 1238, 

1241, 1296 y 1298, todos del Código de Comercio, por haber 

sido presentadas en el juicio y no ser objetadas en cuanto a su 

autenticidad (salvo la objetada respecto a los archivos Log’s), no 

comprueban el hecho litigioso en favor de la demandada.

Lo anterior es así, porque revelan diversas circunstancias 

ajenas al consentimiento de la parte actora y a la fiabilidad y 

seguridad del sistema de banca electrónica por el cual se habría 
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obtenido la voluntad o consentimiento de la actora para ejecutar 

las operaciones reclamadas relativas a la celebración del 

contrato de apertura de crédito personal, los cargos derivados 

del mismo.

Esto es, dichas documentales, únicamente revelan la 

existencia de la relación comercial entre las partes actora y 

demandada y la existencia de las operaciones impugnadas, así 

como la activación de productos realizados por la actora, pero no 

que la actora fue quien autorizó mediante la manifestación física 

o electrónica de su voluntad, la realización de esas operaciones.

Además, no obstante las obligaciones contractuales 

respecto del resguardo y responsabilidad de uso de los 

dispositivos electrónicos a cargo del cliente, sin embargo, ello no 

implica responder por la manipulación que respecto de los 

mecanismos electrónicos puedan efectuar diversas personas 

con el objeto de ejercer acciones fraudulentas; pues, en todo 

caso, corresponde a la institución financiera garantizar la 

seguridad y fiabilidad en el uso de los mecanismos electrónicos 

en la disposición de los fondos por parte de la actora.

En esa virtud, ni siquiera del análisis conjunto de esas 

documentales se desprende el consentimiento de la parte actora 

en la realización o autorización de las transferencias 

impugnadas, pues no existe manifestación en ese sentido y, en 

todo caso, lo que revelan se encuentra relacionado con los dos 

primeros elementos de la acción.

Así, de una libre valoración de dichos medio de prueba, se 

advierte que el mismo resulta inconducente para probar la 

fiabilidad de los sistemas de la institución financiera demandada 

al momento de las transacciones objetadas, o en su caso que 

hubiere sido la actora quien autorizó dicho movimiento; ello, por 

las siguientes consideraciones.

El artículo 1301 del Código de Comercio, prevé un sistema 

de libre valoración para la prueba pericial, es decir, la opinión 

emitida en un dictamen no vincula necesariamente al juez ni lo 

obliga a darle un valor probatorio del que carece, porque 
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finalmente es a él a quien, de acuerdo con su libre arbitrio, 

corresponde ponderar en su justo alcance, la eficacia de los 

medios probatorios.

Es decir, es el juez quien decide si acoge o no las 

conclusiones contenidas en los peritajes o si en todo caso, las 

asume parcialmente o las adminicula con otros elementos de 

prueba, con base en un análisis de sus fundamentos y 

conclusiones y al tenor de los principios elementales de orden 

lógico como son: congruencia, consistencia, no contradicción y 

verosimilitud, los que debe observar al exponer los 

razonamientos que soporten su decisión y que la justifiquen con 

una finalidad persuasiva o de mayor credibilidad, a fin de 

rechazar la duda y el margen de subjetividad del resolutor.

Sin embargo, no se refiere a la que es materia de 

impugnación en el presente juicio; de ahí que, no pueda 

concluirse que fue la parte actora quien realizó las operaciones 
bancarias o que al momento de la realización, no fueron 

vulnerados los sistemas de la institución financiera demandada.

Aunado a ello, como ya se dijo, no exhibió documento 

alguno para justificar cuál es la normatividad técnica aplicable 
y cuáles son los estándares estipulados por la Comisión 
Nacional Bancaria, para establecer una correcta seguridad de 

las cuentas bancarias. 

En efecto, con los documentos ofertados por el banco, 
no es posible demostrar la validez y origen de los 
movimientos controvertidos, en razón de que, era 
importante tener en este asunto un análisis de los sistemas 
informáticos y del portal del banco.

De ahí que, resulte lógico y jurídico concluir que las 
pruebas de estudio, son insuficientes para demostrar la 

autentificación de los movimientos bancarios controvertidos.

En razón de que de las documentales que fueron materia 

de análisis, no se desprenden elementos informáticos para 

demostrar que éste fue autorizado por la parte accionante, ni 
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menos aún que durante su realización, no se violaron los 

sistemas de seguridad de la institución bancaria.

Ello, pues, como se dijo con antelación, corresponde a la 

demandada acreditar los procedimientos de identificación que 

fueron utilizados durante las transacciones bancarias 
controvertidas, así como que esos procedimientos cumplen 
con los requisitos previstos para la verificación de la 
fiabilidad de su institución o los dispuestos por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y que cumplen con las reglas 

que en su caso, le estipula la ley o institución superior 

correspondiente al desempeño de sus labores. 

En tales consideraciones, al no haberse probado que 
haya sido la parte actora quien efectuó los movimientos 
bancarios reclamados; o bien, que NO se vulneraron los 
sistemas de dicha institución al momento de su ejecución; 
por ende, dicho medio de convicción resulta ineficaz para tal 

efecto.

Por otra parte, las pruebas INSTRUMENTAL DE 
ACTUACIONES Y LA PRESUNCIONAL EN SU DOBLE 
ASPECTO, LEGAL Y HUMANA resultan ineficaces para 

acreditar los extremos que pretende la demandada, pues debe 

decirse que dichos medios de convicción no tiene desahogo, es 

decir, no tiene vida propia, pues se deriva de las mismas 

pruebas que existen en las constancias de autos.

Luego tal prueba y constancias no benefician los intereses 

de la enjuiciada, pues de ellos no se desprende dato alguno que 

acredite que las transacciones controvertidas se realizaron con 

las claves de la aquí accionante; y, tampoco prueban cuales 

fueron los procedimientos de identificación que fueron utilizados 

durante las transacciones, y que esos procedimientos cumplen 

con los requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de 

sus sistema financiero, así como que, no se vulneraron los 

sistemas de dicha institución bancaria durante las transacciones 

objetadas.
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Es aplicable a lo anterior, la tesis emitida por el Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Circuito, Octava Época, localizable en el 

Semanario Judicial de la Federación, Tomo XV, Enero de 1995, 

página 291, que dice: 

PRUEBAS INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES Y 
PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA. NO TIENEN 
VIDA PROPIA LAS. Las pruebas instrumental de 
actuaciones y la presuncional legal y humana, 
prácticamente no tienen desahogo, es decir que no tienen 
vida propia, pues no es más que el nombre que en la 
práctica se ha dado a la totalidad de las pruebas 
recabadas en el juicio, por lo que respecta a la primera y 
por lo que corresponde a la segunda, ésta se deriva de 
las mismas pruebas que existen en las constancias de 
autos. 

Aunado a lo anterior, es menester referir que, la parte 

demandada omitió allegar al presente juicio medio de convicción 

alguno, diverso a los antes enunciados, que acreditara que fue la 

parte actora quien realizó los movimientos bancarios 
controvertidos; ello, aun y cuando le correspondía probarlo.

Por las anteriores consideraciones, se concluye que las 

pruebas ofrecidas por la enjuiciada, resultan insuficientes para 

desvirtuar la afirmación de la actora respecto a que no existió la 

voluntad de su parte para efectuar las operaciones reclamadas 

que fueron cargadas a su cuenta.

No pasa inadvertido para este juzgador, las 

manifestaciones de la parte demandada en su escrito de 

contestación de demanda, en el sentido de que, la actora no 

tenía posesión de la tarjeta adicional -misma que se aduce fue 

robada- de ahí que no haya presenciado dicho hecho, ni poder 

afirmar ello a ruego de otra persona (la tarjetahabiente 

adicional); sin embargo, es la titular del crédito, la responsable, 

en su caso y como aconteció la única que podía realizar el 

reclamo de los cargos que no reconociere, conforme a las 

propias cláusulas del contrato ‘LIVERPOOL PREMIUM CARD’ 

exhibido por la demandada, situación que la misma demandada 

reconoce en su escrito de contestación.
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Se cita en apoyo a lo que antecede, la jurisprudencia 

XI.1o.A.T. J/16 (10a.),16 del Primer Tribunal Colegiado en 

Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, 

del contenido y rubro siguiente:

“LEALTAD PROCESAL. ELEMENTOS QUE LA 
CONFORMAN. Los principios de buena fe y de lealtad y 
probidad procesales deben basarse en la búsqueda de la 
verdad, tanto en relación con el derecho que se pretende, 
como en la forma en que se aplica o se sigue para 
conseguirlo. Así, dentro de la buena fe están los deberes 
específicos de exponer los hechos con veracidad, no 
ofrecer pruebas inútiles o innecesarias, no omitir o alterar 
maliciosamente los hechos esenciales a la causa y no 
obstaculizar ostensible y reiteradamente el 
desenvolvimiento normal del proceso. Por su parte, el 
principio de lealtad y probidad se conforma por el conjunto 
de reglas de conducta, presididas por el imperativo ético a 
que deben ajustar su comportamiento todos los sujetos 
procesales (partes, procuradores, abogados, entre otros), 
consistente en el deber de ser veraces y proceder con 
ética profesional, para hacer posible el descubrimiento de 
la verdad. Esto es, la lealtad procesal es consecuencia de 
la buena fe y excluye las trampas judiciales, los recursos 
torcidos, la prueba deformada e, inclusive, las 
inmoralidades de todo orden; de ahí que no puede darse 
crédito a la conducta de las partes que no refleja una 
lealtad al proceso.”

En ese tenor, toda vez que la demandada NO PROBÓ que 

haya sido la parte actora o la titular de la tarjeta adicional quien 

efectuó las operaciones bancarias, cuya nulidad reclama; o 

bien, que NO SE VULNERARON los sistemas electrónicos de 

dicha institución al momento de la realización de dichas 

transacciones, es claro que quedó acreditado el tercer 
elemento de la acción.

Con base en lo expuesto, de conformidad con lo dispuesto 

en el numeral 2226 del Código Civil Federal de aplicación 

supletoria al Código de Comercio, se declara la nulidad 

absoluta del dictamen de improcedencia de dieciocho de 
marzo de dos mil veintiséis y de las operaciones con cargo a 

la cuenta adicional  **************** , consistentes en 

16 Registro digital: 2018319. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materias(s): Laboral, Común. 
Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo III, página 2012. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
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compras en comercio por la cantidad total de $63,753.54 
(sesenta y tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 
moneda nacional), las cuales se realizaron con los recursos del 

crédito.

La nulidad decretada de ningún modo significa que la 

conducta de la persona que realizó los cargos sin autorización 

del titular quede intocada, en virtud de que la ley no impide que 

el afectado accione contra quien resulte responsable a fin de que 

lo indemnice o le repare el daño ocasionado.

Atento a la nulidad antes decretada y en consideración que 

la consecuencia connatural es que se destruyan 

retroactivamente los actos originados con motivo de las 

operaciones tildadas de nulas, obligando a las partes a 

restituirse mutuamente lo que hubieren recibido o percibido en 

virtud o por consecuencia del acto anulado, SE CONDENA a la 

parte demandada ********* *** ******** ******* ** ******* 

********, para que:

➢ 1. CANCELE las operaciones con cargo a la cuenta 

adicional ****************, con cargo directo a la cuenta 

titular o principal  ****************  consistentes en 

compras en comercio por la cantidad total de $63,753.54 
(sesenta y tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 
54/100 moneda nacional), las cuales se realizaron con los 

recursos del crédito; así como los intereses, IVA, 
comisiones y cualquier otro cargo accesorio, que haya 

generado y siga generando dicha cantidad a partir de la 

fecha en que fue cargada y hasta la total solución del 

presente asunto.

➢ 2. REEMBOLSE la cantidad de $63,753.54 (sesenta 
y tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 
moneda nacional), correspondiente al monto que la actora 

pagó a la tarjeta de crédito, por el cargo declarado nulo, a fin 

de no verse afectado en su historial crediticio.
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SÉPTIMA. Estudio de la procedencia del pago de interés al 
tipo legal. La parte accionante reclama el pago de intereses 

moratorios, esto es, el pago del interés legal que se haya generado 

sobre la cantidad de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos 
cincuenta y tres pesos 54/100 moneda nacional).

De conformidad con el primer párrafo del artículo 362, del Código 

de Comercio, los deudores que demoren el pago de sus deudas, 

deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el 

interés pactado para este caso, o en su defecto el seis por ciento 

anual.

En el caso, al decretarse la nulidad absoluta de la operaciones 

bancarias impugnadas que ocasionó un detrimento en el patrimonio 

del accionante por haber permitido la institución de crédito la 

realización de aquella, y de la cual, la parte actora pagó para no verse 

afectado en su historial crediticio, tal como se advierte de los estados 

de cuenta exhibidos por el accionante, respecto de la tarjeta de crédito 

adicional  **************** , de la titular o principal 

****************, el banco se coloca en una posición de deudor 

frente a la cuentahabiente, porque en aquel recae la responsabilidad 

de resguardar los fondos que se pusieron bajo su cuidado; lo que le 

genera obligación de pagar intereses ante el descuido en el 

aseguramiento de la cosa depositada.

Es aplicable por analogía, la Jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.) 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación de rubro: “CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE 
DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES MORATORIOS POR 
LA FALTA O RETRASO EN LA RETRIBUCIÓN DE LAS 
CANTIDADES SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 362 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO” 17

17 Datos de localización: Registro digital: 2022554, Décima Época, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 81, Diciembre de 2020, Tomo I, página 298.
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Entonces, en términos de la jurisprudencia citada, y en atención 

al principio de congruencia previsto en el artículo 1327, así como del 

362, ambos del Código de Comercio, SE CONDENA a la parte 

demandada, al pago del interés legal a razón del seis por ciento 
anual (6%) sobre la cantidad de $63,753.54 (sesenta y tres mil 
setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 moneda nacional), en 

favor de la parte actora, a partir de la fecha en que demuestre 
haber realizado el pago de la cantidad antes descrita, hasta el 

momento que le sea devuelto el monto de la suerte principal; los que 

por su naturaleza serán cuantificados en ejecución de sentencia.

Apoya lo anterior por identidad de razón, la jurisprudencia 1a./J. 

93/2023 (11a.) sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 28, agosto de 2023, 

Tomo II, página 1379, registro digital 2026917, de rubro y texto 

siguientes:

“CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE 
DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
MORATORIOS POR LA DISPOSICIÓN DE DINERO 
SIN AUTORIZACIÓN DEL CUENTAHABIENTE A 
PARTIR DE QUE ÉSTE HACE EL AVISO 
CORRESPONDIENTE Y LA INSTITUCIÓN BANCARIA 
NO REEMBOLSA LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS. 
Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno 
de Circuito sostuvieron un criterio distinto al analizar a 
partir de qué momento deben computarse los intereses 
moratorios con base en el artículo 362 del Código de 
Comercio por cargos indebidos realizados a 
cuentahabientes de una institución bancaria, a los que 
obliga la jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.), de rubro: 
"CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE 
DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
MORATORIOS POR LA FALTA O RETRASO EN LA 
RETRIBUCIÓN DE LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO." Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
pago de intereses moratorios reclamados con base en el 
artículo 362 del Código de Comercio, debe contabilizarse 
a partir del aviso que hace la persona tarjetahabiente 

SE
R

G
IO

 M
A

N
U

E
L

 L
O

PE
Z

 H
E

R
N

A
N

D
E

Z
706a6620636a66330000000000000000000189ee
18/05/29 10:18:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



a la institución bancaria sobre los cargos no 
reconocidos y no a partir de la sentencia que declara la 
nulidad de los actos que originaron esta situación. 
Justificación: Se afirma lo anterior, pues en términos de 
la jurisprudencia 1a./J. 61/2020 (10a.) citada y del 
análisis sistemático a los artículos 267, 271, 272 y 273 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; 
332, 333, 334, 335 y 338 del Código de Comercio; 46, 
48, fracción I, y 48 Bis 2 de la Ley de Instituciones de 
Crédito y demás aplicables en materia bancaria, 
tratándose de cargos no reconocidos efectuados con 
tarjeta de débito, la institución financiera depositaria 
tiene la obligación de conservación y restitución del 
dinero cuya propiedad le transfirió la persona 
cuentahabiente y, por ende, cuando ocurre esta 
situación tendrá el deber de responder por los montos 
sustraídos y, si la institución bancaria depositaria del 
dinero no restituye el monto del cargo no reconocido a la 
titular de la tarjeta de débito vinculada a la cuenta de 
depósito que contrató, deberá pagar los intereses 
moratorios en razón del 6% (seis por ciento) anual, en 
términos del artículo 362 del Código de Comercio. Esto 
se debe a que la responsabilidad que provoca el 
descuido del dinero surge desde que se detecta su 
indebida disposición y no hasta la resolución favorable 
que se dicte en el proceso o procedimiento al que se 
obliga a la persona cuentahabiente a accionar para 
recuperar el dinero que la institución bancaria se niega a 
devolver, a pesar de tener que reembolsarlo; por tanto, 
no es adecuado acudir a la regla de que el acto produce 
sus efectos hasta en tanto no se declare su nulidad, 
como lo disponen los artículos 2226 y 2229 del Código 
Civil Federal, puesto que ésta se produce cuando es 
necesario acudir a juicio para demostrar un punto de 
derecho y, en este caso, la institución bancaria no debe 
obligar a sus clientes a reclamar lo que es suyo 
mediante un proceso o procedimiento, ya que la 
devolución de lo descuidado debe efectuarse con el solo 
aviso que realiza el cuentahabiente. Sin embargo, en 
caso de acudir a una vía procesal o procedimental, la 
declaración de nulidad de los cargos reclamados trae 
como consecuencia que los efectos se retrotraigan hasta 
el momento en que se realizaron los cargos de manera 
indebida, si la institución bancaria no devolvió, 
inmediatamente, el patrimonio afectado, lo cual no 
desconoce el hecho de que el banco puede y debe 
demostrar que el cargo fue realizado por el titular de la 
tarjeta de débito o alguno de sus autorizados; en cuyo 
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caso, realizará las actuaciones que le marcan las leyes 
relativas y los lineamientos del Banco de México para 
evidenciar este hecho al cuentahabiente. Incluso, de 
haber restituido el presunto cargo no reconocido, tendrá 
derecho a recuperar la cantidad correspondiente; así 
como a cobrar los intereses que, eventualmente, se 
hubieren devengado.”

La anterior tesis jurisprudencial se estima aplicable al caso en 

concreto, pues, pese a su aplicabilidad para montos previstos en 

tarjetas de débito, lo cierto es que, la citada jurisprudencia a criterio 

de este órgano jurisdiccional es aplicable por analogía a tarjetas de 

crédito, dado que el razonamiento descansa sobre el monto pagado 

que tuvo que erogar la parte actora para no verse afectada en su 

historial crediticio.

OCTAVO. Estudio de la procedencia del pago de intereses 
ordinarios. La parte accionante también reclama el pago del interés 

ordinario y moratorio (tasa presupuesto y tasa moratoria) de 

conformidad con lo establecido en el estado de cuenta con corte al 

veintiocho de febrero de dos mil veintiséis, que se hayan generado 

sobre la cantidad de $63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos 
cincuenta y tres pesos 54/100 moneda nacional).

Sin embargo, no proceden dichos pagos porque esos intereses 

únicamente son a cargo del cuentahabiente por el uso del crédito que 

otorgue la parte demandada (ordinarios) y en caso de no cubrir el 

pago correspondiente a tiempo (moratorios), no así, a cargo de la 

parte demandada en caso de alguna aclaración de nulidad de cargos 

no reconocidos, como lo pretende la parte actora.

Por ello, en el caso se insiste, no procede el pago de intereses 

ordinarios porque en el caso particular únicamente son procedentes 

los moratorios al haber pagado el importe cuya nulidad prosperó este 

asunto; más no los ordinarios, toda vez que en el contrato exhibido no 

se encuentra pactado el pago de esos intereses a favor del 

cuentahabiente en caso de declararse la nulidad de alguna operación.

En consecuencia, se ABSUELVE a la parte demandada del pago 

de los intereses ordinarios solicitados.
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NOVENO. Gastos, Costas y Honorarios Profesionales. 
En otro aspecto y una vez examinadas todas las constancias 

que obran en el expediente del juicio oral mercantil, no se 

advierte que alguna de las partes haya procedido con temeridad 

o mala fe, de manera que no ha lugar a realizar la condena en 

costas con base en ese supuesto.

En consecuencia, procede examinar si alguna de las 

partes se colocó en otro de los supuestos concretos establecidos 

en las fracciones de la I a la V del artículo 1084 del Código de 

Comercio18, en las que se establecen los casos en los que 

siempre se hará la condena en costas. 

No se surte la hipótesis de la condena en costas previstas 

por la fracción I del artículo 1084 del Código de Enjuiciamiento 

Mercantil, porque el actor rindió pruebas para justificar su acción 

y la demandada sus excepciones.

Tampoco se actualiza el supuesto de la fracción II del 

artículo 1084 del Código de Comercio, porque no existe dato o 

elemento alguno en estos autos de que las partes hayan 

presentado instrumentos o documentos falsos, testigos falsos o 

sobornados; de ahí que no ha lugar a realizar la condena en 

costas con apoyo en el referido supuesto.

No opera la hipótesis de condena en costas establecida en 

la fracción III del artículo 1084 del Código de Comercio, porque 

no se trata de un juicio ejecutivo mercantil, sino que lo que ahora 

se resuelve es un juicio oral mercantil.

18 Art. 1,084. La condenación en costas se hará cuando así lo prevenga la ley, ó cuando á juicio del 
juez se haya procedido con temeridad o mala fe.
Siempre serán condenados:
I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción ó su excepción, si se funda en hechos 
disputados;
II. El que presentase instrumentos ó documentos falsos, ó testigos falsos ó sobornados;
III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que lo intente si no obtiene sentencia favorable. 
En este caso la condenación se hará en la primera instancia, observándose en la segunda lo 
dispuesto en la fracción siguiente;
IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte 
resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este caso, la condenación 
comprenderá las costas de ambas instancias, y
V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones improcedentes o 
interponga recursos o incidentes de este tipo a quien no solamente se le condenará respecto de 
estas acciones, defensas, excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de las 
excepciones procesales que sean inoperantes.
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No se actualiza el supuesto de condena en costas previsto 

en la fracción IV del artículo 1084 del Código de Comercio, toda 

vez que como ahora se dicta la sentencia definitiva en un juicio 

oral mercantil, no se está en el caso de que alguna de las partes 

haya sido condenada por dos sentencias conformes de toda 

conformidad en su parte resolutiva; de manera que no procede 

realizar la condena en costas con base en el supuesto 

mencionado.

Así, la fracción V del artículo 1084 del Código de Comercio 

establece, que siempre será condenado en costas, el que intente 

acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones 

improcedentes o interponga recursos o incidentes de este tipo, a 

quien no solamente se le condenará respecto de estas acciones, 

defensas, excepciones, recursos o incidentes improcedentes, 

sino de las excepciones procesales que sean inoperantes.

Además, tomando en cuenta que se trata de una condena 

parcial, por lo que al arbitrio judicial de este juzgador, visto que 

las motivaciones que tuvieron las partes para concurrir al juicio y 

no advertir que en alguna de ellas existió una conducta temeraria 

o de mala fe, no se considera, que deba ser castigada a través 

del pago de las costas.

Orienta lo anterior la jurisprudencia que dice:

COSTAS EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. 
SU PROCEDENCIA CUANDO LA CONDENA EN EL 
JUICIO FUE ÚNICAMENTE PARCIAL, DEPENDERÁ 
DEL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR. El 
artículo 1084 del Código de Comercio, en su primer 
párrafo, establece dos presupuestos para el pago de 
costas en el juicio, el primero de ellos se refiere a la 
condena obligatoria cuando la prevenga la ley y la 
segunda deja al prudente arbitrio del juzgador dicha 
condena, a la luz de la temeridad o mala fe que se 
advierta en la sustanciación del procedimiento. El propio 
numeral en comento describe, en su tercera fracción, que 
pagará las costas "el que fuese condenado en juicio 
ejecutivo y el que lo intente si no obtiene sentencia 
favorable ..." en donde el término condenado debe 
entenderse en su acepción absoluta o total, pues cuando 
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se trata de una condena parcial, ésta dependerá del 
arbitrio judicial, y será el juzgador quien debe analizar el 
caso concreto para desentrañar las motivaciones que 
tuvieron las partes para concurrir al juicio y advertir si en 
alguna de ellas existió una conducta temeraria o de mala 
fe que deba ser castigada a través del pago de las 
costas.19

En esa virtud, NO HA LUGAR a condenar en costas a la 

parte demandada con apoyo en la fracción V del artículo 1084 

del Código de Comercio, ya que conforme a las constancias que 

integran este expediente las partes no hicieron valer acciones 

improcedentes, ni interpusieron recursos o incidentes de ese 

tipo, tampoco opusieron excepciones procesales inoperantes.

En relación con la prestación reclamada como honorarios 
profesionales, es improcedente, y por ende, no ha lugar a su 

condena, por cuanto de una interpretación armónica de los 

artículos 1081 a 1089, del Código de Comercio, válidamente se 

puede concluir, que en dichos dispositivos legales, se contiene 

un sistema completo de normas que rigen la institución de 

costas, en las que comprenden obviamente los honorarios de los 

abogados patronos, no sólo en lo referente al procedimiento 

concerniente a su regulación, sino también a las bases que 

deben observar para su procedencia y cuantificación de su 

monto.

En la jurisprudencia y en la doctrina, suele referirse al 

vocablo costas con dos acepciones: la amplia, conforme a la 

cual las costas comprenden todos los gastos necesarios 

realizados por la parte con derecho a cobrarlas, para la defensa 

de su interés dentro de un juicio (honorarios de abogados, 

honorarios de peritos, publicación de edictos, gastos de 

transporte para alguna diligencia o para la obtención de copias, 

etcétera); y, la acepción restringida, según la cual, las costas se 

identifican únicamente con el gasto relativo a los honorarios del 

abogado o procurador que patrocinó a dicha parte durante su 

intervención en el juicio.

19 Registro digital: 196634, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: 1a./J. 
14/98, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VII, Marzo de 1998, página 
206, Tipo: Jurisprudencia.

SE
R

G
IO

 M
A

N
U

E
L

 L
O

PE
Z

 H
E

R
N

A
N

D
E

Z
706a6620636a66330000000000000000000189ee
18/05/29 10:18:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL
EN EL ESTADO DE TABASCO

JUICIO ORAL MERCANTIL 631/2026-I-B

49

Y, tomando en cuenta que se absolvió a la parte 

demandada del pago de costas procesales, es obvio que por los 

motivos aquí expuestos, la misma suerte corren los honorarios 

profesionales reclamados.

En consecuencia, por los motivos y fundamentos antes 

expuestos, se declara fundada la excepción de improcedencia 

de honorarios, gastos y costas.

DÉCIMO. Plazo para cumplir y apercibimiento. En virtud 

que la sentencia que recayó al negocio no es recurrible de 

conformidad con el artículo 1390 Bis del Código de Comercio, en 

consecuencia, se otorga a la parte demandada, el plazo de 

cinco días hábiles, contados a partir de que la presente 

resolución sea ejecutable, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 1079, fracción, I, del Código de Comercio, para que 

cumpla de forma voluntaria de las prestaciones aquí reclamadas.

Bajo el apercibimiento que de no hacerlo, con fundamento 

en el artículo 1346, 1347 y relativos del Código de Comercio del 

Código de Comercio, a petición de la parte actora, dará inicio al 

procedimiento de ejecución respectivo.

UNDÉCIMO. Publicación y captura de sentencia. 

Conforme a la Ley General de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados, Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y el Acuerdo 

General del Pleno del Órgano de Administración Judicial, que 

establece las disposiciones en materia de transparencia, acceso 

a la información pública y protección de datos personales, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el once de febrero 

de dos mil veintiséis, se ordena suprimir en la versión pública 

los datos personales de las partes en el presente juicio, así como 

la información reservada.

Asimismo, captúrese la presente sentencia, en el Sistema 

Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), con la 

certificación secretarial respectiva; y agréguese al expediente el 
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acuse de recibo electrónico que justifique su registro.

Por lo expuesto y fundado, y además con apoyo en los 

artículos 1325 y 1327 del Código de Comercio reformado, se 

decide:

D  E  C  I  S  I  Ó  N   

PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral mercantil donde la 

parte actora  ***** ******* ***** *****, justificó los elementos 

constitutivos de la acción; en tanto que la parte demandada ********* 

*** ******** ******* ** ******* ********, no demostró todas sus 

excepciones ni defensas.

SEGUNDO. Se declara la nulidad absoluta del dictamen de 

improcedencia de dieciocho de marzo de dos mil veintiséis, así como 

los cargos realizados en la tarjeta de crédito adicional 

****************, con cargo a la principal ****************, de 

las operaciones bancarias que se encuentran debidamente detalladas 

en el antecedente primero de esta sentencia; de conformidad con lo 

expuesto en la consideración sexta de la presente sentencia.

TERCERO. Se condena a la parte demandada para que realice 

las cancelaciones precisadas en el considerando sexto de la 

presente sentencia.

CUARTO. Se condena a la parte demandada a REEMBOLSAR 
a la parte actora la cantidad de $63,753.54 (sesenta y tres mil 
setecientos cincuenta y tres pesos 54/100 moneda nacional); de 

conformidad con lo expuesto en las consideraciones sexta de la 

presente sentencia.

QUINTA. Se condena a la parte demandada, al pago del 
interés legal a razón del seis por ciento anual sobre la cantidad de 

$63,753.54 (sesenta y tres mil setecientos cincuenta y tres pesos 
54/100 moneda nacional), de conformidad con lo expuesto en la 

consideración séptima de esta sentencia.

SEXTO. Se absuelve a la parte demandada al pago de los 
intereses ordinarios de conformidad con lo expuesto en la 

consideración octava de esta sentencia. 

SÉPTIMO. No se condena al pago de costas procesales ni 
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honorarios profesionales en la presente instancia, por lo que se 
absuelve a la parte demandada al pago de dichas prestaciones, de 

conformidad con lo expuesto en el considerando noveno de esta 

sentencia.

OCTAVO. Con fundamento en el artículo 1079, fracción VI, del 

Código de Comercio, se concede a la parte enjuiciada, el término de 

tres días hábiles a partir de que surta efectos la legal notificación de 

esta sentencia, para dar cumplimiento a la misma.

NOVENA. La presente resolución será publicable en los 

términos establecidos en la misma.

Notifíquese a las partes, en términos del artículo 1390 
bis 22 del Código de Comercio.

Así lo sentenció y firma electrónicamente, Víctor Rubén 
Rodríguez Hernández, Juez Primero de Distrito en Materia 

Mercantil Federal en el Estado de Tabasco, ante Sergio Manuel 
López Hernández, Secretario de Juzgado, quien autoriza y da 

fe. Doy fe.

(FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE)
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aEl veintidos de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado Sergio Manuel

López Hernández, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de
Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Tabasco, hago constar y
certifico que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


